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I.
RESUMEN
1.
El 12 de octubre de 2007, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”) recibió una petición contra la República Federativa de Brasil (el “Estado” o “Brasil”), alegando su responsabilidad internacional por la violación de los artículos 1.1, 4, 5, 8, 19 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“la Convención Americana”).  La petición alega que Brasil es internacionalmente responsable por la muerte de Pedro Augusto da Silva e Inácio José da Silva y el intento de asesinato de Marluce Maria da Silva, Sebastião João de Andrade, Antônio Pedro da Silva, Oscar José de Santana, E.M.O.N., y J.M.O.N.
 (“las supuestas víctimas”), el 9 de junio de 1997.  La petición fue presentada por las organizaciones no gubernamentales, Comissão Pastoral da Terra y Rede Social de Justiça e Direitos Humanos (“los peticionarios”).
2.
De acuerdo a los peticionarios, el 5 de junio de 1997, el área que corresponde al molino azucarero “Camarazal” (Engenho Camarazal), en Nazaré da Mata, estado de Pernambuco, fue ocupada por trabajadores rurales sin tierra quienes reclamaron esas tierras a fin de que fueran expropiadas para reforma agraria. El 9 de junio de 1997, justo después de la medianoche, los peticionarios alegan que aproximadamente 30 individuos en entre seis a diez vehículos llegaron al campamento de los trabajadores y comenzaron a disparar indiscriminadamente a todos.  Además, los peticionarios agregan que como resultado de ello, 6 personas fueron heridas de bala, y murieron dos hombres cuyos cuerpos fueron tirados a un río vecino.  Los peticionarios alegan que han transcurrido años después de estos crímenes y que aún continúan impunes.
3.
El Estado sostiene que la petición es inadmisible porque no se han agotado los recursos internos, según lo dispone el artículo 46.1.a de la Convención Americana.  Al respecto, el Estado manifiesta que hay una denuncia penal pendiente ante la autoridad judicial interpuesta por el Ministerio Público, el 15 de abril de 2008.  De acuerdo al Estado, la autoridad judicial en breve adoptaría una decisión con respecto a que si acepta o no formalmente el cargo presentado.  En consecuencia, el Estado argumenta que la petición fue presentada en forma prematura y no cumple con los requisitos contenidos en el artículo 46.1.a de la Convención Americana y en el artículo 31 del Reglamento de la CIDH.
4.
Sin prejuzgar los méritos del caso y de conformidad con las disposiciones contenidas en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión Interamericana decide declarar esta petición admisible con respecto a la supuesta violación de los artículos 4, 5, 8, 19 y 25 de la Convención Americana, junto con las obligaciones generales establecidas por el artículo 1.1 del mismo instrumento, en detrimento de las supuestas víctimas y los miembros de sus familias.  Asimismo, la CIDH decide notificar a las partes, publicar este informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
II.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
5.
La petición fue recibida el 12 de octubre de 2007.  Las partes pertinentes de la petición fueron transmitidas al Estado el 27 de marzo de 2008.  El Estado respondió por medio de notas recibidas el 15 y el 30 de julio de 2008.  La CIDH transmitió debidamente estas comunicaciones a los peticionarios.  El 5 de septiembre de 2008, los peticionarios presentaron información adicional. La misma fue enviada debidamente al Estado. Hasta la fecha el Estado no ha presentado información adicional.
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES
A.
Posición de los peticionarios

6.
Como marco contextual de los antecedentes, los peticionarios aseveran que el molino azucarero “Camarazal” (Engenho Camarazal) está ubicado en el Municipio de Nazaré da Mata, en la región noreste, estado de Pernambuco.  De acuerdo a los peticionarios, el área que corresponde al Engenho Camarazal abarca un área de 544 hectáreas y era considerado como improductivo por el Instituto Nacional de Colonización y Reforma Agraria (Instituto Nacional de Colonização e Reforma Agrária – INCRA).  Por lo tanto, los peticionarios alegan que el Engenho Camarazal era una propiedad apta para la reforma agraria y que en consecuencia fue ocupado por trabajadores rurales sin tierra, el 5 de junio de 1997.  De acuerdo a la petición, estos trabajadores sin tierra establecieron su campamento en el área y se dispusieron a usar las tierras para realizar trabajos agrícolas.

7.
De acuerdo a los peticionarios, el 9 de junio de 1997, justo después de la medianoche, aproximadamente 30 individuos en entre seis y diez vehículos llegaron al campamento de los trabajadores sin tierra y comenzaron a disparar a todos en forma indiscriminada. Los peticionarios agregan que como resultado de ello, quedaron heridas de bala las 6 personas siguientes: E.M.O.N., de un año de edad; J.M.O.N, de seis años de edad;  Marluce Maria da Silva, Sebastião João de Andrade, Antônio Pedro da Silva y Oscar José de Santana; mientras Pedro Augusto Inácio da Silva e Inácio José da Silva fueron muertos y sus cuerpos fueron tirados al río “Capiberibe”, en el Municipio vecino de Paudalho.  Los peticionarios alegan que este episodio fue conocido públicamente como la “Masacre de Camarazal”, y alegan que la policía participó en el ataque.
8.
Los peticionarios alegan que después de varios años de haber sido cometidos, estos crímenes permanecen en la impunidad. Al respecto, los peticionarios alegan que la investigación policial acerca de los hechos denunciados fue iniciada el 9 de junio de 1997.  Agregan que después del 27 de junio de 1997, la investigación policial correspondiente permaneció suspendida sin realizarse ninguna actividad significativa durante varios años. Finalmente, los peticionarios alegan que ya han transcurrido más de diez años de estos eventos en el Engenho Camarazal y que aún no hay una sentencia definitiva con respecto a estos hechos.
9.
Con base en lo anterior, los peticionarios reclaman que el Estado violó los artículos 1.1, 4, 5, 8, 19 y 25 de la Convención Americana.  Con respecto a la admisibilidad de esta petición, los peticionarios agregan que la conducta de las autoridades y el retardo injustificado de la investigación policial sobre los hechos indican que la excepción prevista en el artículo 46.2.c de la Convención Americana es aplicable a este caso.
B.
Posición del Estado
10.
El Estado alega que la petición es inadmisible porque no se han agotado los recursos internos, como lo dispone el artículo 46.1.a de la Convención Americana.  Al respecto, el Estado alega que hay una denuncia penal pendiente relacionada a los hechos alegados en la petición, la cual fue presentada ante la autoridad judicial por el Ministerio Público, el 15 de abril de 2008.  De acuerdo al Estado, la autoridad judicial adoptará una decisión en breve con respecto a que si acepta o no formalmente esta acusación.  El Estado observa que el sistema interamericano de derechos humanos es subsidiario y complementario con respecto a las jurisdicciones nacionales.  Finalmente, el Estado alega que en este caso el sistema interno está manejando en forma adecuada la situación  por medio de la realización de las investigaciones necesarias.
11.
En consecuencia, el Estado alega que la petición fue presentada en forma prematura porque aún continúan vigentes recursos internos eficientes.  Consecuentemente, el Estado reclama que esta petición es inadmisible porque aún no se han agotado los recursos internos, de conformidad con el requisito contenido en el artículo 46.1.a de la Convención Americana y en el artículo 31 del Reglamento de la CIDH.
IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia
12.
Los peticionarios tienen legitimación procesal para presentar peticiones ante la Comisión Interamericana, de conformidad con el artículo 44 de la Convención Americana.  Las supuestas víctimas son personas a las cuales el Estado brasileño ha acordado respetar y asegurar sus derechos consagrados en la Convención Americana.  Con respecto al Estado, Brasil ratificó la Convención Americana el 25 de septiembre de 1992, y por lo tanto la Comisión Interamericana tiene competencia ratione personae y ratione materiae para examinar esta petición.

13.
Las potenciales violaciones descritas en esta petición supuestamente tuvieron lugar bajo la jurisdicción de Brasil, un Estado Parte de la Convención Americana; por lo tanto, la CIDH tiene competencia ratione loci.  Finalmente, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione temporis, porque la petición describe potenciales violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana, las cuales supuestamente ocurrieron después que ese tratado internacional ya estaba vigente para Brasil.

B.
Agotamiento de los recursos internos
14.
De conformidad con el artículo 46.1 de la Convención Americana, para que una petición sea admitida por la CIDH, se requiere que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos.  El segundo párrafo del artículo 46 indica que estas disposiciones no se aplicarán cuando no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alegan han sido violados; cuando no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna; o cuando haya habido un retardo injustificado en la decisión final sobre los mencionados recursos.

15.
En forma preliminar, la Comisión Interamericana observa que en casos como el que hoy nos ocupa, el cual involucra supuestos crímenes enjuiciables de oficio en Brasil –es decir, asesinato e intento de asesinato—el recurso adecuado y efectivo es normalmente una investigación y un juicio penal ante el sistema judicial ordinario. Asimismo, la CIDH observa que no se ha controvertido que hasta la fecha no haya una determinación final sobre aquellos responsables por los asesinatos e intento de asesinato de las supuestas víctimas (párrafos 8 y 10 supra).
16.
La Comisión Interamericana toma nota en particular que la investigación policial respectiva sobre los hechos denunciados aquí fue iniciada el 9 de junio de 1997 ante la Comisaría de Policía del Municipio de Nazaré da Mata
, y tomó más de diez años para ser concluida
.  Een efecto, de acuerdo a la documentación en autos, el Ministerio Público presentó la acusación correspondiente contra nueve personas (incluido un oficial de policía) ante la autoridad judicial el 15 de abril de 2008
.  Por lo tanto, para fines de admisibilidad, la CIDH debe tomar en cuenta que las supuestas violaciones de los derechos de las supuestas víctimas habrían comenzado el 9 de junio de 1997; es decir, hace quince años hasta la aprobación de este informe. De acuerdo a la información suministrada por ambas partes, la acusación presentada por el Ministerio Público permaneció pendiente hasta julio de 2008, es decir, el caso no había llegado formalmente al Poder Judicial hasta casi once años después de ocurridos los hechos. Además de ello, nada de lo registrado en autos indica que haya habido un juicio hasta la fecha.
17.
De acuerdo a las circunstancias de esta petición, la Comisión Interamericana considera que este período excede significativamente lo que se podría considerar razonable para la realización de una investigación policial inicial que se lleve a cabo de manera que pueda iniciarse eventualmente un procesamiento judicial
.  Después de realizar un cuidadoso examen de los autos de la investigación policial, la CIDH observa que, para fines de tomar una decisión sobre admisibilidad, el Estado no ha podido suministrar información precisa u ofrecer pruebas de circunstancias particulares aplicables a esta petición que podrían justificar la ausencia de una investigación completa y juicio después de haber transcurrido quince años de la llamada “Masacre de Camarazal”.
18.
La CIDH también observa que al respecto la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que la regla que requiere el agotamiento interno previo de ninguna manera “debe conducir a que se detenga o se demore hasta la inutilidad la actuación internacional en auxilio de la víctima indefensa”
.  En este caso, el requisito del agotamiento previo no puede ser interpretado de una forma que causaría un escollo prolongado o injustificado para el acceso al sistema interamericano.  Por lo tanto, la CIDH decide que ha habido un retardo injustificado de la adopción de una sentencia final y que la excepción dispuesta por el artículo 46.2.c de la Convención Americana es aplicable en este caso.

19.
Por último se debe señalar que la excepción relacionada con el retardo injustificado está estrechamente vinculada a la posible violación de ciertos derechos protegidos por la Convención Americana, específicamente, por los artículos 8 y 25.  No obstante, el artículo 46.2 de ese instrumento internacional es, por su propia naturaleza y propósito, una disposición de contenido autónomo vis-à-vis sus normas sustantivas.  En consecuencia, sean o no aplicables las excepciones a la regla de la Convención Americana que requieren el agotamiento previo de los recursos internos, en el presente caso se debe decidir en forma previa e independiente, el análisis de los méritos del caso. Esto se debe a que el análisis de admisibilidad depende de una estándar de apreciación que es diferente de la utilizada para determinar si los artículos 8 y 25 de la Convención Americana han sido violados o no; esto será examinado, como corresponde, en la sección correspondiente a los méritos del caso
.
C.
Plazo de presentación de la petición

20.
El artículo 46.1.b de la Convención Americana requiere que las peticiones sean presentadas dentro de un período de seis meses a partir de la fecha en que el lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  Por otro lado, el artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH dispone que: 

 
En los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión considerará la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.
21.
Habiendo decidido supra que es aplicable una excepción de la norma que requiere el agotamiento de los recursos internos, la Comisión Interamericana debe ahora determinar si la petición fue presentada dentro de un plazo razonable.  La petición fue presentada el 12 de octubre de 2007.  En las circunstancias específicas de esta petición, en particular por el hecho que denuncia la presunta impunidad continuada con respecto al ataque contra las supuestas víctimas y también tomando en cuenta los reclamos de denegación de justicia relacionada con la investigación policial y el proceso judicial, la CIDH concluye que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable.  En consecuencia, se ha cumplido con el requisito contenido en el artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH.

D.
Duplicación de procedimiento y cosa juzgada internacional 
22.
No surge del presente expediente que los reclamos de esta petición se encuentran pendientes de arreglo en algún procedimiento internacional, o que sea sustancialmente lo mismo que haya estado contenido en otra petición anteriormente examinada por la Comisión Interamericana u otro organismo internacional. Por lo tanto, se ha cumplido con los requisitos contenidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención Americana
E.
Caracterización de los hechos alegados
23.
Para los fines de admisibilidad, corresponde a la Comisión Interamericana determinar si los hechos descritos en la petición tienden a establecer una violación de los derechos consagrados en la Convención Americana, conforme a los requisitos contenidos en el artículo 47.b, o si la petición, conforme al artículo 47.c, debe ser rechazada por ser “manifiestamente infundada” o por resultar “evidente su total improcedencia”.  En esta etapa procesal corresponde a la CIDH hacer una evaluación prima facie, no con el objeto de establecer presuntas violaciones a la Convención Americana, sino para examinar si la petición denuncia hechos que potencialmente podrían configurar violaciones a derechos garantizados en la Convención Americana.  Este examen no implica prejuzgamiento ni anticipo de la opinión sobre el fondo del asunto
.
24.
Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes. 
25.
En este caso, la CIDH concluye que si se prueban ciertas las alegaciones de los peticionarios podrían caracterizar violaciones de los artículos 4, 5, 8 y 25 de la Convención Americana, junto con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en detrimento de las supuestas víctimas y sus familiares. Al adoptar la decisión antes mencionada, la Comisión Interamericana toma nota en particular de la alegación de los disparos indiscriminados contra las supuestas víctimas y el supuesto objetivo de matarlos, incluso a aquellos que sobrevivieron con heridas de armas de fuego
.  Además, la CIDH observa que los peticionarios alegan que el ataque fue llevado a cabo supuestamente con la participación de agentes del Estado y que el Estado no actuó con la diligencia debida para investigar, enjuiciar y sancionar a los responsables por estos hechos.  Finalmente, la CIDH observa que dos supuestas víctimas que sufrieron lesiones de balas, en el momento de estos eventos eran niños, de uno y seis años de edad, respectivamente, de manera que la Comisión Interamericana declara además que esta petición es admisible con respecto a las potenciales violaciones del Artículo 19 de la Convención Americana en detrimento de estas dos supuestas víctimas.
26.
En conclusión, la CIDH decide que esta petición no es manifiestamente infundada u obviamente improcedente, y como resultado de ello, declara que el peticionario ha cumplido prima facie los requisitos contenidos en el artículo 47.b. de la Convención Americana con respecto a las potenciales violaciones de los artículos 4, 5, 8, 19 y 25, junto con el artículo 1.1 del mismo instrumento, como se detalló anteriormente.

V.
CONCLUSIONES

27.
La Comisión Interamericana concluye que es competente para examinar los méritos de este caso y decide que la petición es admisible de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Con base en las consideraciones precedentes de hecho y de derecho y sin prejuzgar los méritos del caso,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
DECIDE:

1.
Declarar admisible esta petición, en relación con las presuntas violaciones de los derechos consagrados en los artículos 4, 5, 8, 19 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1.1 del mismo instrumento;

2.
Notificar a las partes sobre esta decisión;

3.
Continuar con el análisis de los méritos del caso.

4.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 17 días del mes de julio de 2012.  (Firmado): Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rosa María Ortiz,  Miembros de la Comisión. 
� Si bien no fue solicitado expresamente por los peticionarios, la CIDH está protegiendo la identidad de estas dos supuestas víctimas porque en el momento que ocurrieron estos eventos, eran niños de uno y seis años de edad, respectivamente.


� Copia del expediente de la investigación policial (Inquérito Policial) nº 011/1997, páginas 3-4 – Anexo a la petición.


� Comunicación del Ministerio Público firmada por el fiscal Paulo Henrique Queiroz Figueiredo y fechada el 18 de febrero de 2008 – Anexo 2 de la respuesta del Estado.


� Acusación (Denúncia) del Ministerio Público firmada por el fiscal Paulo Henrique Queiroz Figueiredo y fechada el 15 de abril de 2008 – Anexo 1 de la respuesta del Estado.


� Véase, mutatis mutandi, CIDH. Informe No. 11/12, Petición 6-07, Admisibilidad, Jurandir Ferreira de Lima y otros. (Brasil), 20 de marzo de 2012, párrafo 20. Véase también CIDH. Informe No. 9/00, Caso 11.598, Admisibilidad y Fondo, Alonso Eugênio da Silva (Brasil), 24 de febrero de 2000, párrafo 25; y el Ifnorme No. 10/00, Caso 11.599, Admisibilidad y Fondo, Marcos Aurélio de Oliveira (Brasil), 24 de febrero de 2000, párrafo 23.


� Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Velásquez Rodríguez. Excepciones Preliminares, Sentencia del 26 de junio de 1987, Serie C No. 1, párrafo 93.


� CIDH, Informe No. 61/09, Petición 373-03, Admisibilidad, Josenildo João de Freitas Jr.y otros. (Brasil), 22 de julio de 2009, párrafo 31; CIDH, Informe No. 72/08, Petición 1342-04, Admisibilidad, Márcio Lapoente da Silveira (Brasil), 16 de octubre de 2008, párrafo 75; Informe No. 23/07, Petición 435-06, Admisibilidad, Eduardo José Landaeta Mejía y otros. (Venezuela), 9 de marzo de 2007, párrafo 47; Informe No. 40/07, Petición 665-05, Admisibilidad, Alan Felipe da Silva, Leonardo Santos da Silva, Rodrigo da Guia Martins Figueiro Tavares y otros. (Brasil) 23 de julio de 2007, párrafo 55.


� CIDH, Informe No. 61/09, Petición 373-03, Admisibilidad, Josenildo João de Freitas Jr. Y otros. (Brasil), 22 de julio de 2009, párrafo 36.


� Véase, mutatis mutandi, CIDH, Informe No. 40/10, Petición 590-05, Admisibilidad, Márcio Aurélio Gonçalves (Brasil), 17 de marzo de 2010, párrafo. 33; y CIDH. Informe No. 126/10, Peticiones 1448-06, 1452-06, 1458-06 y 65-07, Admisibilidad, Roberto Carlos Pereira de Souza y otros. (Brasil), 23 de octubre de 2010, párrafo 59.  Véase también Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso de la Masacre de La Rochela. Méritos, Reparaciones y Costas. Sentencia del 11 de mayo de 2007. Series C No. 163, párrafo 126, citando TEDH. Acar y otros v. Turquía; y Makaratzis v. Grecia
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